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Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 11 de Abril de 2011
Señores

Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Presente

De mi mayor consideración:

Por medio de la presente, tengo el agrado de dirigirme a Ustedes a fin de elevar a vuestra atención mi informe y propuesta de servicios profesionales en relación con la nueva normativa de la Unidad de Información Financiera (UIF) y su incidencia en las actividades de su empresa.
A los efectos de una mejor comprensión, dividiremos nuestro informe en los siguientes apartados:

1. Normas aplicables.
a.  Ley N° 25.246 (B.O. 10/05/2000).
b.  Decreto Nº 290/2007 (B.O. 29/03/2007).
c.  Resolución UIF N° 11/2011 - Personas Expuestas Políticamente.

d.  Resolución UIF N° 22/2011 – Comisión Nacional de Valores.

e.  Resolución UIF N° 25/2011 - Profesionales de Ciencias Económicas.
f.  Resolución UIF N° 30/2011 - Personas Jurídicas que reciben Donaciones o Aportes de Terceros.

g.  Resolución UIF N° 33/2011 - Mercado de Capitales.

h.  Resolución UIF N° 39/2011 - Despachantes de Aduana, Agentes de Transporte Aduanero, Importadores y Exportadores.
i.  Sanciones.

j.  Vigencia.

2. Propuesta de asesoramiento integral.
a.  Relevamiento inicial acerca de la estructura del obligado.
b.  Manual de procedimientos.

c.  Programa de capacitación.

d.  Declaración Jurada

e.  Conservación de documentación.

f.  Reportes: plazos y confidencialidad.

g.  Registro de operaciones sospechosas.

h.  Auditorías.
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Normas aplicables
Ley N° 25.246 (B.O. 10/05/2000)
Mediante la sanción de la Ley Nro 25.246 “Creación de la Unidad de Información Financiera (UIF)” fue creado el organismo mencionado, UIF, con el objeto de prevenir e impedir el lavado de activos.  
A partir de dicha Ley y sus Decretos Reglamentarios N° 169/2001 y N° 170/2001, la República Argentina actualizó su legislación en materia de prevención y control del lavado de dinero acorde a los parámetros internacionales.  En el presente año la UIF ha dictado una serie de Resoluciones por medio de las cuales se establecen obligaciones en cabeza de diferentes sujetos obligados a informar a la UIF como así también prevé las sanciones por incumplimiento.

El artículo 14 de la Ley 25.246, establece las facultades de la UIF:

· Solicitar informes, documentos, antecedentes y todo otro elemento que estime útil para el cumplimiento de sus funciones, a cualquier organismo público, nacional, provincial o municipal, y a personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, todos los cuales estarán obligados a proporcionarlos dentro del término que se les fije, bajo apercibimiento de ley.

· Recibir declaraciones voluntarias.

· Requerir la colaboración de todos los servicios de información del Estado, los que están obligados a prestarla en los términos de los artículos 398 y 399 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

· Actuar en cualquier lugar de la República en cumplimiento de las funciones establecidas por esta ley.

· Solicitar al Ministerio Público para que éste requiera al juez competente se resuelva la suspensión, por el plazo que éste determine, de la ejecución de cualquier operación o acto informado previamente conforme al inc. b) del art. 21 o cualquier otro acto vinculado con éstos, antes de su realización, cuando se investiguen actividades sospechosas y existan indicios serios y graves de que se trata de lavado de activos provenientes de alguno de los delitos previstos en el art. 6 de la presente ley. La apelación de esta medida sólo podrá ser concedida con efecto devolutivo”.

· Solicitar al Ministerio Público para que éste requiera al juez competente el allanamiento de lugares públicos o privados, la requisa personal y el secuestro de documentación o elementos útiles para la investigación. Solicitar al Ministerio Público que arbitre todos los medios legales necesarios para la obtención de información de cualquier fuente u origen.

· Disponer la implementación de sistemas de contralor interno para las personas a que se refiere el art. 20, en los casos y modalidades que la reglamentación determine.

· Aplicar las sanciones previstas en el Cap. IV de la presente ley, debiendo garantizarse el debido proceso.

· Organizar y administrar archivos y antecedentes relativos a la actividad de la propia Unidad de Información Financiera, o datos obtenidos en el ejercicio de sus funciones para recuperación de información relativa a su misión, pudiendo celebrar acuerdos y contratos con organismos nacionales, internacionales y extranjeros para integrarse en redes informativas de tal carácter, a condición de necesaria y efectiva reciprocidad.

· Emitir directivas e instrucciones que deberán cumplir e implementar los sujetos obligados por esta ley, previa consulta con los organismos específicos de control.

El artículo 20 de la Ley 25.246, define los sujetos obligados a brindar información a la UIF, entre otros incluye a las personas políticamente expuestas, los profesionales de ciencias económicas, las personas jurídicas que reciben donaciones o aportes a terceros, el mercado de capitales, los despachantes de aduanas, agentes de transporte aduanero, importadores y exportadores.

El artículo 21 de la Ley 25.246, establece las obligaciones de los sujetos alcanzados entre ellas:

· Conocer al cliente

· Reportar operaciones sospechosas

· Abstenerse de revelar las actuaciones que se están realizando en cumplimiento de la Ley.

Decreto N° 290/2007 (B.O. 29/03/2007)

La Ley Nro 25.246 fue reglamentada por el Decreto N° 290/2007 (B.O. 29/03/2007).  

El artículo 20 de dicho decreto, reformado por el decreto N° 1936/2010 establece que en el supuesto que el sujeto obligado sea una persona jurídica regularmente constituida, el órgano de administración respectivo deberá designar un oficial de cumplimiento, el que deberá ser integrante de dicho órgano, a los efectos de formalizar las presentaciones que deban efectuarse en el marco de las obligaciones establecidas por la Ley y las directivas e instrucciones emitidas en consecuencia.  La responsabilidad legal y sancionatoria derivada de dicho deber es solidaria e ilimitada para la totalidad de los integrantes del órgano de adminitración.

Deberá informarse a la UIF dentro de los cinco días de designado, el nombre y apellido, número de documento de identidad, cargo en el órgano de Administración, fecha de designación y número de CUIT, CUIL o CDI.  Asimismo deberá constituir domicilio, donde serán válidas todas las notificaciones efectuadas.

Adicionalmente, el Decreto Nº 290/2007 establece otros elementos trascendentes del régimen jurídico en cuestión, a saber:
· Establece una definición de “cliente”, considerándose tal a toda persona física o jurídica con la cual se establezca, de manera ocasional o permanente, una relación contractual de carácter financiero, económico o comercial.

· Establece detalladamente la “información mínima” que debe requerirse al cliente.

· Impone a los “sujetos obligados” un deber genérico de investigar exhaustivamente la operación del cliente y su estructura societaria.

· Enuncia algunos indicios de “hechos” u “operaciones sospechosas”.

· Obliga a los sujetos alcanzados por el régimen ha establecer manuales de procedimiento de prevención del lavado de activos y la financiación del terrorismo.
· Fija plazos para reportar hechos u operaciones sospechosas.

Resolución UIF N° 11/2011 - Personas Expuestas Políticamente.

La “Nómina de Funciones de Personas Expuestas Políticamente”  comprende a Funcionarios públicos nacionales, provinciales, municipales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires; autoridades y representantes legales de organizaciones sindicales y empresariales (cámaras, asociaciones y otras formas de agrupación corporativa) y de las obras sociales contempladas en la Ley Nº 23.660, funcionarios públicos extranjeros; los cónyuges o convivientes reconocidos legalmente y familiares en línea ascendiente, descendiente o colateral hasta el tercer grado de consanguinidad o de afinidad y a las personas que sean públicamente conocidas por su proximidad con ellas.
Entre otros, también están incluidas: Las Autoridades y representantes legales de organizaciones sindicales y empresariales (cámaras, asociaciones y otras formas de agrupación corporativa) y de las obras sociales contempladas en la Ley Nº 23.660, que desempeñen o hayan desempeñado dichas funciones hasta dos años anteriores a la fecha en que fue realizada la operatoria.

El alcance establecido se limita a aquellos rangos, jerarquías o categorías con facultades de decisión resolutivas, por lo tanto se excluye a los funcionarios de niveles intermedios o inferiores.
Resolución UIF N° 22/2011 – Comisión Nacional de Valores.

El sujeto obligado es la Comisión Nacional de Valores (CNV), y  la definición de “clientes” dada por la norma alcanza a las siguientes entidades que se encuentran sujetas a la autorización y fiscalización de la CNV: 

Las Sociedades Emisoras, Fondos Comunes de Inversión, Sociedades Depositarias y Gerentes, Sociedades Calificadoras de Riesgo, Fideicomisos Financieros, Bolsas de Comercio sin Mercado de Valores adherido, Bolsas de Comercio con Mercado de Valores adherido, Mercados de Valores, Entidades Autorreguladas no bursátiles, Mercados de Futuros y Opciones y Cajas de Valores, exclusivamente en la materia de su incumbencia; como así también todas las personas físicas o jurídicas que establecen, de manera ocasional o permanente, una relación contractual de carácter financiero, económico o comercial con las entidades que se encuentran bajo la órbita de control de la CNV.
Resolución UIF N° 25/2011 - Profesionales de Ciencias Económicas.

Están alcanzados por esta norma los profesionales matriculados cuyas actividades estén reguladas por los Consejos Profesionales de Ciencias Económicas, conforme la Ley Nº 20.488 que reglamenta su ejercicio:

· Los profesionales independientes que en forma individual o actuando bajo la forma de Asociaciones Profesionales, realicen las actividades de auditor de los estados contables, o ejerza el cargo de Sindico, cuando dichas actividades se brindan a las siguientes personas físicas o jurídicas:

a.  A las enunciadas en el artículo 20 de Ley Nº 25.246 y modificatorias o;

b.  Las que no estando enunciadas en dicho artículo, según los estados contables auditados:

i) posean un activo superior a $ 3.000.000 (Pesos tres millones) o;

ii) hayan duplicado su activo o sus ventas en el término de 1 (un) año, de acuerdo a la información proveniente de los estados contables auditados.

· Los profesionales independientes que presten el servicio de preparación de las declaraciones juradas de impuestos de las mencionadas personas físicas.-
Programa global antilavado:
Los sujetos obligados deberán, en el marco de las tareas profesionales que desarrollen conforme a las normas profesionales vigentes, diseñar e incorporar a sus procedimientos un programa global antilavado que permita detectar operaciones inusuales o sospechosas, a partir de un conocimiento adecuado de cada uno de sus clientes, considerando en todos los casos las pautas generales de la presente resolución y los requerimientos particulares que surjan de las normas que dicten los Consejos Profesionales de Ciencias Económicas al respecto.

Informe Anual:
En el caso que los profesionales brinden servicios de auditoría externa o sindicatura a los sujetos incluidos en el artículo 20 de la Ley Nº 25.246 y modificatorias deberán revisar el cumplimiento por parte de dichos entes de las normas dictadas por la UIF, y de las correspondientes normas dictadas por los respectivos Consejos Profesionales de Ciencias Económicas, para cada categoría de sujeto obligado y conforme al tipo de actividad.  A tal efecto deberán efectuar revisiones de la existencia y funcionamiento de los procedimientos  de control interno diseñados a tal fin, emitiendo un informe especial con frecuencia anual.

Emisión de Dictámenes:
En el caso que presten servicios de auditoría externa o sindicatura deberán dejar constancia en sus dictámenes que se llevaron a cabo procedimientos de prevención de Lavado de Activos y Financiamiento del Terrorismo, pudiendo a tal efecto hacer referencia a las normas que emitan los Consejos Profesionales de Ciencias Económicas que den cumplimiento a esta resolución.

La política de conocimiento del cliente debe incluir criterios, medidas y procedimientos que contemplen al menos:

a.  Un análisis de las variaciones de las operaciones realizadas por los clientes en relación con la información obtenida en oportunidad anterior de la prestación del servicio;

b.  La determinación del perfil transaccional de cada cliente;

c.  La identificación de operaciones que se apartan del perfil transaccional de cada cliente.

Perfil Transaccional del Cliente:
El perfil transaccional debe estar basado en información proporcionada por el cliente y en el monto, tipo, naturaleza y frecuencia de las operaciones que habitualmente realizan los clientes, así como en el origen y destino de los recursos involucrados junto con el conocimiento de los empleados.

Conservación de la Documentación:
Conforme lo establecido por el artículo 21 inciso a) de la Ley Nº 25.246 y modificatorias y su decreto reglamentario, los sujetos obligados deberán conservar, para que sirva como elemento de prueba en toda investigación en materia de Lavado de Activos y Financiación del Terrorismo, durante un período de DIEZ (10) años desde la fecha del último informe de auditoría o sindicatura o desde la fecha de finalización del servicio de preparación de las declaraciones juradas de impuestos, la siguiente documentación:

a.  Respecto de la identificación del cliente: las copias de los documentos exigidos.

b.  Respecto de las transacciones u operaciones —tanto nacionales como internacionales— las o copias de la documentación original, así como los papeles de trabajo de la labor desarrollada por el profesional actuante.

c.  El registro del análisis de las operaciones sospechosas reportadas.

Indelegabilidad:
Las obligaciones emergentes del presente capítulo, no podrán ser delegadas en terceros ajenos a los sujetos obligados.

Resolución UIF N° 30/2011 - Personas Jurídicas que reciben Donaciones o Aportes de Terceros.

Resultan obligados las personas jurídicas que reciban donaciones o aportes de terceros por importes superiores a $ 50.000.- (Pesos cincuenta mil) o el equivalente en especie (valuado al valor de plaza); en un solo acto o en varios actos que individualmente sean inferiores a $ 50.000.- (Pesos cincuenta mil) pero en conjunto superen esa cifra, realizados por una o varias personas relacionadas, en un período no superior a los 30 (treinta) días.  Quedan comprendidas también las corporaciones mencionadas en el artículo 1.806 última parte del Código Civil.
Resolución UIF N° 33/2011 - Mercado de Capitales.

Son sujetos obligados –entre otros-, los sujetos indicados en el artículo 20 de la Ley Nº 25.246 y modificatorias, inciso 5) "los agentes intermediarios inscriptos en los mercados, de futuros y opciones cualquiera sea su objeto"
Política de prevención:
A los fines del correcto cumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 21 incisos a) y b) de la Ley Nº 25.246 y modificatorias, los  Obligados deberán adoptar una política de prevención en materia de Lavado de Activos y Financiación del Terrorismo, de conformidad a la normativa vigente. La misma deberá contemplar por lo menos:

a) La elaboración de un manual que contendrá los mecanismos y procedimientos para la prevención de Lavados de Activos y Financiación de Terrorismo, que deberá observar las particularidades de su actividad.

b) La designación de un Oficial de Cumplimiento, de conformidad a lo establecido en el artículo 20 del Decreto Nº 290/07 y su modificatorio, en el caso que corresponda.

c) La implementación de un sistema de auditorías periódicas, en el caso que corresponda.

d) Un programa de capacitación del personal.

e) La elaboración de un registro escrito del análisis y gestión de riesgo de las operaciones sospechosas reportadas. El mencionado registro tendrá tratamiento confidencial y se encuentra amparado por las previsiones del artículo 22 de la Ley Nº 25.246 y modificatorias.

i
Resolución UIF N° 39/2011 - Despachantes de Aduana, Agentes de Transporte Aduanero, Importadores y Exportadores.

Establece medidas y procedimientos que deberán observar Despachantes de Aduana, Agentes de Transporte Aduanero, Importadores y Exportadores.  En esta norma se detallan, entre otros puntos, algunas particularidades a cumplir en relación con:

· El contenido del manual de procedimientos que obligatoriamente deben llevar los sujetos obligados, que incluye -entre otros- la previsión de políticas de control y prevención, funciones de auditoría, sistema de capacitación y metodologías de análisis de operaciones sospechosas.

· Las numerosas obligaciones del oficial de cumplimiento.

· La obligación de implementar un sistema de auditoría interna anual que verifique el cumplimiento de las regulaciones.

· La implementación de un sistema de legajos de identificación de clientes.

· La identificación de “supuestos de procedimiento reforzado de identificación”.

· La conservación de documentación.

· La realización de reportes sistemáticos a la UIF.
Sanciones

Los artículos 23 y 24 de la Ley 25.246, definen las sanciones:

· Multa de dos a diez veces del valor de los bienes objeto de delito, complementaria de la pena que se impone al delito de lavado de dinero.

· Sanción de una a diez veces el valor total de la operación ilícita, para los supuestos de la obligación e informar.

Vigencia
Reporte de operación sospechosa (ROS) y Reporte de actividad sospechosa de financiación del terrorismo (RFT)

Todos los sujetos obligados deberán efectuar los ROS y los RFT  a través del sitio www.uif.gov.ar/sro a partir del 1º de abril de 2011.
Para ello y como paso previo todos deberán registrarse vía Internet.
Para el caso de los Escribanos, Juegos de Azar y Remisores de Fondos deberán registrarse nuevamente.



Reporte sistemático mensual

Hasta la fecha los únicos que deben reportar sistemáticamente son los siguientes sujetos obligados y a partir de la fecha que en cada caso se indica:


	SUJETO OBLIGADO
	VIGENCIA

	· Escribanos

· Juegos de Azar

· Remisores de Fondos
	Desde el 1° de abril de 2011

	· Personas Jurídicas que reciben donaciones

· Profesionales de Ciencias Económicas

· Obras de Arte, Antigüedades, Bienes Suntuarios, Inversión Filatélica, Numismática, Joyas, etc.
	Desde el 2 de mayo de 2011

	· Transportadora de Caudales

· Sociedades que realizan Operaciones de Capitalización y Ahorro

· Sector Seguros
	Desde el 1° de junio de 2011

	· Registros Públicos de Comercio y los organismos representativos de fiscalización y control de las personas jurídicas

· Registro de la Propiedad Inmueble
	Desde el 1° de julio de 2011

	· Registro Automotor y Registros Prendarios
	Desde el 1° de octubre de 2011

	· Sector Financiero, Entidades Financieras y Cambiarias

· Mercado de Capitales

· Tarjetas de Crédito y Cheques de Viajero
	Desde el 3 de octubre de 2011


Propuesta de asesoramiento integral

La presente propuesta de asesoramiento integral está concebida como un “pack” de servicios destinado  al cumplimiento de  las obligaciones establecidas por alguna de las normas detalladas previamente, según sea la actividad del sujeto obligado.
Esquemáticamente descripto, el servicio está estructurado siguiendo el siguiente esquema:
· Relevamiento inicial acerca de la estructura del obligado.

Dado que la normativa establece la obligatoriedad de conocer a su cliente, por parte  del sujeto obligado, efectuaremos un primer relevamiento de la estructura administrativa del obligado según la norma de la UIF de que se trate, concluyendo con un diagnostico y especificación de las tareas a llevar a cabo, para alcanzar el nivel de control requerido.
Debe recordarse que como primera obligación, los  sujetos obligados deberán confeccionar un legajo de cada cliente, donde conste la documentación que acredite el cumplimiento de los requisitos establecidos en la presente resolución, así como toda información intercambiada a través de medios electrónicos o epistolares, debiendo reflejar permanentemente el perfil del cliente. La actualización del legajo debe efectuarse, como mínimo, anualmente.

En el caso de clientes existentes, los sujetos obligados deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 11º dentro del plazo de 90 (noventa) días corridos contados a partir de la entrada en vigencia de la resolución. Este plazo vence durante el próximo mes de mayo de 2011.
El perfil transaccional debe estar basado en información proporcionada por el cliente y en el monto, tipo, naturaleza y frecuencia de las operaciones que habitualmente realizan los clientes, así como el origen y destino de los recursos en la operación, junto con el conocimiento de los sujetos obligados respecto de su cartera de clientes.
· Manual de procedimientos.

Uno de los requisitos establecido  para cada sujeto obligado, es dictarse y aplicar procedimientos precisos, para poder cumplir con las  políticas de prevención, las que prevén la elaboración de un manual que contendrá los mecanismos y procedimientos para la prevención de Lavados de Activos y Financiación de Terrorismo, que deberá observar las particularidades de su actividad.

Nuestra propuesta incluye el cumplimiento de esta obligación, partiendo de las obligaciones que normativamente hablando son aplicables a la actividad del sujeto obligado, concluyendo con la preparación de un Manual de Procedimiento específico y ajustado a la obligación normativa y al perfil del obligado.
Este Manual de procedimiento deberá contener:

· Políticas coordinadas de control.

· Políticas de prevención para las áreas operativas.

· Funciones de la auditoría y los procedimientos del control interno que se establezcan con el fin de evitar el Lavado de Activos y la Financiación del Terrorismo.

· Plazos y términos en los cuales cada funcionario o empleado del Sujeto Obligado debe cumplir, según las responsabilidades propias del cargo, con cada uno de los mecanismos de control de prevención.

· Los programas de capacitación al personal.

· Políticas y procedimientos de conservación de documentos.

· El procedimiento a seguir para dar cumplimiento al requerimiento que efectúe la UIF y el Oficial de Cumplimiento.

· Metodologías y criterios para analizar y evaluar la información que permitan detectar operaciones sospechosas, y el procedimiento para el reporte de las mismas.

· Desarrollo y descripción de otros mecanismos que el Sujeto Obligado considere conducentes para prevenir y detectar operaciones de Lavado de Activos y Financiación del Terrorismo.

· Los procedimientos de segmentación del mercado de acuerdo con la naturaleza específica de las operaciones, el perfil de los clientes, las características del mercado, las clases del producto o servicio, como así también cualquier otro criterio que a juicio del Sujeto Obligado resulte adecuado para generar señales de alerta cuando las operaciones de los clientes se aparten de los parámetros considerados como normales.

· Prever un régimen sancionatorio para el personal del Sujeto Obligado que incumpla con los procedimientos estatuidos para la Prevención y Lucha contra el Lavado de Activos y Financiación del Terrorismo.
· Programa de capacitación.

Las normativas establecen que el sujeto obligado deberá elaborar un  programa de capacitación, destinado a su personal (funcionarios y empleados afectados a la tarea de prevención de Lavado y Financiación del Terrorismo), nuestra propuesta incluye la preparación y dictado del mencionado programa, el cual se adaptara a las obligaciones actuales y a las que en futuro establezca el organismo de aplicación.

El programa contemplara los siguientes aspectos:

· La difusión de la norma específica y de sus modificaciones, así como la información sobre técnicas y métodos para prevenir, detectar y reportar operaciones sospechosas.

· La realización de cursos, al menos una vez al año, donde se aborden entre otros aspectos, el contenido de las políticas de prevención de Lavado de Activos y Financiación de Terrorismo.

· Declaración jurada.

Dado que el  Sujeto Obligado deberá, en todas aquellas operaciones que igualen o superen la suma de $ 40.000.- (Pesos cuarenta mil), requerir del Cliente la presentación de una declaración jurada referida al origen y licitud de los fondos, bienes o activos con que se realiza la misma y cuando se trate de operaciones donde los montos involucrados igualen o superen la suma de $ 200.000.- (Pesos doscientos mil), deberá solicitar, asimismo, la documentación respaldatoria que permita corroborar fehacientemente lo expresado en la declaración jurada, nuestra asistencia incluirá el adiestramiento y la provisión de modelos de documentación y un check list, a efectos de contar con la información y documentación de respaldo exigido por las resoluciones vigentes.
· Conservación de documentación.

La normativa prevé plazos concretos para la conservación de la documentación la cual en ningún caso debe ser inferior a 10 años. 
· Reportes: plazos y confidencialidad.

Los sujetos Obligados deberán comunicar a la UIF, conforme lo establecido en los artículos 14, inciso 1) y 21, inciso a) de la Ley Nº 25.246 y modificatorias, las informaciones que oportunamente se indiquen, en formato digital, hasta el día 15 (quince) de cada mes o hábil posterior.

El sistema de reporte sistemático entrará en vigencia, conforme el cronograma que se ha fijado y deberá cursarse a través de los medios y con el formato que a tal efecto ha informado  la UIF, en su página website.
El plazo para reportar los hechos u operaciones que consideren sospechosos de Lavados de Activos es de 30 (treinta) días, contados desde la fecha de la realización o tentativa de la operación.

El plazo para reportar hechos u operaciones sospechosas de Financiación del Terrorismo será de 48 (cuarenta y ocho) horas contadas desde la realización o tentativa de la operación, habilitándose días y horas inhábiles a tal efecto.

En toda la materia se efectuara una asistencia en la implementación de esta obligación, y su seguimiento mediante visitas previamente establecidas.
· Registro de operaciones sospechosas.
El Sujeto Obligado deberá elaborar un registro o base de datos que contenga identificados todos los supuestos en que hayan existido operaciones sospechosas.

La información contenida en el aludido registro deberá resultar suficiente para permitir la reconstrucción de cualquiera de tales operaciones, y servir de elemento probatorio en eventuales acciones judiciales.
Nuestros servicios incluirán el asesoramiento en el diseño de la información, con el objeto de cumplimentar esta obligación, con el alcance previsto normativamente.

· Auditorías.

En función que aquellos sujetos obligados que sean personas jurídicas deberán prever un sistema de auditoría interna anual que tenga por objeto verificar el cumplimiento efectivo de los procedimientos y políticas de prevención contra el Lavado de Activos y la Financiación del Terrorismo, la presente propuesta incluye la  realización de una auditoria anual y la emisión de un  dictamen dando fe del cumplimiento de la normativa, para su posterior exhibición a los profesionales que brinden servicios de auditoría contable, o ejerzan la función de síndicos, en su caso, y a los inspectores de la UIF en oportunidad de ser inspeccionados por la citada Unidad, de acuerdo al plan de trabajo que la misma ha dado a conocer públicamente, de manera genérica.
Honorarios

Los honorarios serán determinados, luego de una primera reunión con la empresa interesada, y a partir de haber tenido la oportunidad de  ponderar la carga de trabajo, el alcance del servicio y las modalidades especificas que la misma como “sujeto obligado” dese que cuente el trabajo profesional a desarrollar, en el marco establecido por las normativas actuales y futuras dictadas por la UIF tendiente a combatir las operaciones de Lavado de Activos y la Financiación del Terrorismo.-
Contacto

María Soledad

Tristan&Asociados

estudio@tristanyasociados.com
Maipú 746 – PB (1006) CABA

Teléfonos: 4322-8297 y líneas rotativas

[image: image1.png]








































































PAGE  
2

